
 

 

 

   “Tercera Sala Penal Superior Nacional Liquidadora Transitoria” 

 

Página 1 de 10 

 

 
 
EXPEDIENTE  : 00059-2015-10-5001-JR-PE-01 
ACUSADO   : Guillermo Bermejo Rojas 
DELITO   : Terrorismo – Afiliación a organización t errorista 
AGRAVIADO  : El Estado. 

 
 
 

Res. N°       -2026 
Lima, veintidós de mayo 
de dos mil veintiseis. – 
  
            

                         AUTOS Y VISTOS:  

 

Estando a la vista de la causa conforme aparece de la constancia emitida por la 

Relatora de esta Sala, habiendo escuchado a las partes procesales, luego de la 

deliberación y voto correspondiente, se emite el pronunciamiento siguiente, interviniendo 

como Juez Superior ponente el Dr. Callata Vega;  

 

CONSIDERANDO. 

 

1. ASUNTO  

 

La defensa técnica del sentenciado Guillermo Bermejo Rojas, en forma escrita y oral, en 

la vista de la causa, solicita la suspensión de ejecución de la pena privativa de libertad 

efectiva impuesta a su patrocinado, en tanto, se encuentre pendiente el pronunciamiento 

de la Corte Suprema de la República sobre el recurso de nulidad planteado en la sesión 

de la lectura de sentencia. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

La defensa técnica del sentenciado, solicita la suspensión de la ejecución provisional de 

la pena aduciendo que: 

 El delito por el que fue sentenciado es uno de mera actividad o de peligro abstracto, 

que sanciona el solo hecho de “formar parte” de una organización terrorista, sin 

requerir la comisión de actos concretos contra la vida, integridad o seguridad de las 

personas. 
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 Su gravedad no deriva de la producción de un resultado lesivo, sino únicamente de 

la pertenencia formal o supuesta adhesión ideológica. 

 Señala que es un delito de pertenencia meramente ideológica y no funcional, donde 

el acusado no desempeñó rol orgánico alguno ni tuvo participación en estructuras 

armadas.  

 El caso no encuadra dentro de los supuestos de terrorismo grave que implican 

acciones armadas, atentados, homicidios o colaboración directa con facciones 

subversivas activas, sino en un plano de presunta vinculación ideológica o 

intelectual, cuya peligrosidad es abstracta y, por tanto, de menor intensidad 

valorativa. 

 Por otro lado, se indica que el imputado durante todo el desarrollo del proceso ha 

mostrado una conducta procesal ejemplar y de sujeción al proceso penal, 

cumpliendo con comparecer a todas las citaciones judiciales y fiscales, demostrando 

sometimiento a la justicia. Resulta relevante resaltar que el procesado retorno 

voluntariamente al Perú desde Venezuela para ponerse a derecho, pese a haber 

sido objeto de una persecución mediática y política. Tal comportamiento evidencia 

su total disposición a enfrentar la jurisdiccional nacional y desvirtúa cualquier 

presunción razonable de fuga. 

 El sentenciado cuenta con arraigo personal, familiar, laboral y político plenamente 

acreditado, siendo ex congresista de la República y militante del movimiento político 

“Voces del Pueblo”, con residencia fija, domicilio conocido y familia establecida en la 

ciudad de Lima. Además, ejerce una actividad política pública y notoria, lo que hace 

imposible cualquier intento de sustraerse a la acción de la justicia sin ser detectado. 

En virtud de ello, la posibilidad de fuga no solo es inexistente, sino materialmente 

inviable.   

 

3. ARGUMENTOS DEL MINISTERIO PÚBLICO: 

 

Solicita se declare improcedente la solicitud de suspensión de la ejecución 

provisional de la pena, arguyendo que: 

 Que, en relación a la naturaleza del delito de terrorismo, se indica que el estatus de 

miembro de una organización terrorista ya coloca al individuo en una posición de 

amenaza activa, aunque no se haya ejecutado acciones terroristas que comprende 

el tipo base. Que, si bien la pertenencia es un delito de peligro abstracto, pero son 
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consecuencias concretas ante la sola existencia de la organización, estando que la 

adhesión del sujeto incremente el riesgo social. 

 Señala que la naturaleza del delito de terrorismo, cualquiera fuera su modalidad, 

afecta la tranquilidad pública y la estabilidad del Estado. La pertenencia a la 

organización terrorista Sendero Luminoso implica una adhesión a una estructura 

criminal que utiliza la violencia como método sistemático. La pertenencia a una 

organización terrorista no es un hecho neutro ni ideológico, sino una amenaza 

estructural que afecta directamente a la paz pública y la seguridad de la sociedad y 

del Estado, puesto que la adhesión a esta estructura criminal tiene como fin la 

destrucción del orden constitucional y donde la amenaza estructural se ve reflejada 

cuando la pertenencia o afiliación fortalece la capacidad operativa. 

 En relación al peligro procesal señala que estamos ante una condena efectiva 

impuesta, lo que incrementa sustancialmente el riesgo de que el sentenciado eluda 

la justicia ante la inminencia del cumplimiento total de la pena, aumentando el riesgo 

de fuga por el impacto psicológico. 

  La suspensión de la ejecución provisional en delitos de terrorismo resulta 

contraproducente para los fines de la prevención general que busca transmitir la 

sociedad un mensaje claro de intolerancia frente a conductas que atentan contra la 

seguridad pública y los fines de una prevención especial de la pena. 

 

4. FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL DE JUZGAMIENTO  

 

4.1. El recurrente Guillermo Bermejo Rojas fue sentenciado mediante resolución judicial 

de fecha 24 de octubre del 2025 a 15 años de pena privativa de la libertad efectiva, 

como autor del delito contra la tranquilidad pública – terrorismo, en la modalidad de 

pertenencia a la organización terrorista Sendero Luminoso en agravio del Estado. 

4.2. Ahora bien, corresponde determinar si es aplicable al presente caso lo sostenido 

por la defensa, teniendo en cuenta que el marco legal procesal aplicable en el presente 

caso es el Código de Procedimientos Penales, sin embargo, se solicita la suspensión de 

la pena amparado en lo que dispone el Código Procesal Penal. 

4.3. El aparente conflicto jurídico, en el presente caso, consiste en dilucidar y determinar 

si resulta procedente: i) Inaplicar las disposiciones expresas y especificas del Código de 

Procedimientos Penales –mixto: inquisitivo acusatorio-; siendo que las mismas 

corresponderían a los arts. 330, que establece: “La sentencia condenatoria se 



 

 

 

   “Tercera Sala Penal Superior Nacional Liquidadora Transitoria” 

 

Página 4 de 10 

 

cumplirá aunque se interponga recurso de nulidad ” , concordante con el artículo 

293º de la misma norma procesal, que dice: “ El recurso de nulidad no impide que se 

cumpla la sentencia  expedida por el Tribunal, salvo lo dispuesto en los artículos 330 y 

331”, o ii) Se aplique lo previsto en el inciso 2 del artículo 402 del Código Procesal Penal 

-acusatorio garantista-, que establece: “ si el condenado estuviere en libertad y se 

impone pena o medida de seguridad privativa de libe rtad de carácter efectivo, el 

juez penal según su naturaleza o gravedad y el peli gro de fuga, podrá optar por su 

inmediata ejecución o imponer algunas de las restri cciones previstas en el 

artículo 288 mientras se resuelva el recurso ”;  categorías jurídicas procesales que 

obedecen a distintos sistemas procesales, por lo que no se trata de contradicciones, 

antinomias ni lagunas normativas procesales, sino en determinar que norma aplicar al 

presente caso. 

4.4. La tutela judicial efectiva prevista en el inciso 3 del artículo 139º de la Constitución 

política del Estado, es un derecho constitucional de naturaleza procesal en virtud del 

cual toda persona puede acceder a los órganos jurisdiccionales, independientemente del 

tipo de pretensión formulada y de la eventual legitimidad que pueda, o no, acompañarle 

a su petitorio.1 

4.5. No cabe duda que el proceso penal se considera generalmente un instrumento 

necesario para la protección de los valores del Derecho Penal, cuya función principal 

consistiría en dotar al Estado de un cauce prestablecido para el ejercicio del uis 

puniendi. Es decir, la finalidad de estas medidas restrictivas de derechos se orientaría a 

permitir a los órganos del Estado, la satisfacción de los fines propios del derecho 

material, dando respuesta al interés de la persecución penal que existe en este ámbito y 

que se contrapone al ius libertatis de todo individuo. Por lo tanto, el interés de 

persecución penal forma parte de los intereses del Estado, pero junto con él, que es el 

que más importancia adquiere, a través del proceso penal se satisfacen otros intereses: 

interés en la protección de los derechos fundamentales del individuo, interés en la tutela 

de otros bienes constitucionales protegibles, interés en el correcto desarrollo del proceso 

y en el adecuado funcionamiento de las instituciones procesales2. 

4.6. El principio de legalidad procesal penal es considerado como fuente del derecho 

procesal penal, lo que significa que la legislación es la fuente más importante: principio 

 

1
 STC. Exp. Nº 00763-2005-PA/TC-Lima de trece de abril de dos mil cinco. fund. 6. 

2
 AGUADO CORREA, Teresa, El principio de proporcionalidad en el Derecho Penal, Edersa, Madrid 1999, Pág. 

98-99. 
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de supremacía de la ley –principio de reserva de la ley-, en cuya virtud los procesos se 

han de desarrollar con arreglo a ella (Montero). La Ley, por tanto, es la fuente básica, 

fundamental y preferente del derecho procesal penal, de suerte que las demás fuentes 

del derecho se aplicaran si se acomodan a los principios fundamentales de la ley, es 

decir, tienen carácter de segundo grado o indirecto (Fenech)3, nos referimos al proceso 

en general, no a los modelos o sistemas procesales en particular, emanados del órgano 

constitucionalmente investido para dictarlas y se mantengan dentro de los límites 

constitucionales (García de Enterría).4 

4.7. El CPP contiene principios, normas de preceptos generales para cada institución 

procesal, como por ejemplo para el juzgamiento que incorporan categorías procesales 

del modelo acusatorio que en consideración al principio de la dinámica procesal podrían 

ser aplicadas en forma general a los procesos llevados a cabo con el C. de Proced. P., 

que como ya advertimos contiene categorías procesales del modelo inquisitivo y 

acusatorio (Mixto), no obstante, este último sistema procesal se sostiene en 

disposiciones que afectan a las partes, así como a la actividad procesal desde su 

iniciación y hasta su conclusión, y una de ellas es el cumplimiento de la sentencia 

condenatoria aunque se interponga el recurso de nulidad. 

4.8. El proceso penal ordinario contra el recurrente se viene ventilando bajo las 

disposiciones del C. de Proced. P de 1,940, el mismo que al referirse al cumplimiento de 

sentencias en el artículo 330, concordante con el artículo 293 de la misma norma 

procesal, no admiten excepciones a la ejecución provisional inmediata de una sentencia 

condenatoria a pena privativa de libertad. 

4.9. El recurrente ampara su petición en el inciso 2 del artículo 402 -ejecución 

provisional- del CPP. referido a la ejecución provisional -institución jurídica procesal 

penal distinta a la suspensión de la pena- de la sentencia condenatoria, tratándose de 

regla procesal excepcional a lo establecido en el artículo 412 del CPP, que prescribe 

como regla general la ejecución provisional de las sentencias y autos, que no prevé el C. 

de Proced. P. 

4.10. En el V pleno jurisdiccional de las Salas Penales Permanente, Transitorias y 

Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República al tratar el tema de la 

 

3
 SAN MARTÍN CASTRO, César, Derecho Procesal Penal, Lecciones, INPECCP, Lima-2020, de pág. 16 y 17. 

4
 Ídem pág.18 
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ejecución de la pena de inhabilitación y recurso impugnatorio5, se abordó el tema, 

referido a si el inicio de la ejecución de la pena de inhabilitación tiene lugar 

inmediatamente -aunque de modo provisorio, o a título de ejecución provisional- o si es 

de esperar que la sentencia recurrida adquiera firmeza; si bien la naturaleza o 

característica de la pena de inhabilitación -limitativas de derechos- es muy distinta a la 

pena privativa de libertad, no obstante, el conflicto interpretativo fue considerado 

relevante por la vigencia paralela de dos códigos procesales (C. de Proced. P y CPP) 

que regulan el proceso penal en el país, que delinean sus propios modelos y reglas de 

ejecución de sentencias condenatorias, así como la eficacia de los recursos 

impugnatorios que se interpongan contra ellas.  

4.11. En el acuerdo plenario indicado se sostiene que: “8° Es evidente que la regulación 

del momento inicial de la ejecución de una pena es un ámbito que incumbe al legislador 

procesal -el Código Penal, por lo demás, no ha establecido un precepto al respecto-. En 

su relación con los recursos, puede existir como regla general, el sistema de ejecución 

provisional o el sistema suspensivo. En la legislación procesal penal nacional se ha 

optado por ambos modelos (…)”6, para luego de examinar las disposiciones procesales 

del C. de Proced. P. y CPP. se establece que: “(…), la pena de inhabilitación según las 

normas del C. Proced. P. – con diferencia del régimen del CPP- se ejecuta 

provisionalmente (no hay al respecto ninguna regla de excepción similar a la contenida 

en el NCPP). Siendo así, no hace falta esperar la firmeza de la sentencia condenatoria 

que le imponga para comenzar a ejecutar la pena de inhabilitación. El sistema que para 

esta clase de pena sigue el C. Proced. P., ante la interposición de un recurso, es el de 

ejecución provisional”7; en cuyos criterios jurídicos interpretativos, se observa, que se 

adjudica al legislador procesal la facultad de legislar la institución procesal de la 

ejecución de la pena ante la interposición de un recurso impugnatorio y si bien en el 

presente caso se trata de pena privativa de libertad, igualmente el C. de Proced. P. no 

prevé ninguna regla de excepción similar a la del CPP. 

4.12. Estos fundamentos son coherentes con lo sostenido en el Exp. N° 00016-2014, en 

el fallo de fecha 29 de mayo del 2023 emitido por esta Superior Sala, el cual fue 

confirmado por la Sala Penal Transitoria, en el Recurso de Nulidad N° 891-2023-CSNJ 

Penal Especializada8, donde se señala (ver fj. “Octavo”): a) admite la suspensión de la 

 

5
 Acuerdo Plenario Nº10-2009/CJ-116 de trece de noviembre de dos mil nueve. 

6
 Fundamento 8º del AP Nº10-2009/CJ-116 de trece de noviembre de dos mil nueve 

7 Párrafo final del fundamento 8-B del AP. Nº10-2009/CJ-116 de trece de noviembre de dos mil nueve. 
8 Emitida por la Sala Penal Transitoria, de la Corte Suprema, con fecha 27 de octubre de 2023. 
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ejecución provisional de la pena prevista por el artículo 402.2) del Código Procesal 

Penal al proceso penal tramitado bajo las reglas del Código de Procedimientos Penales, 

siempre que concurran los presupuestos para su aplicación (ver fj. “Séptimo”), y b) 

destaca que la decisión de optar por la suspensión de ejecución provisional de la pena, 

es una facultad del Juez de sentencia, luego de evaluar la naturaleza y gravedad de los 

hechos y el peligro de fuga, parafraseando los alcances la sentencia constitucional 

recaída en el Exp. 02271-2018-PHC/TC, que ratifica el criterio de que la adopción de la 

medida no queda librada a la facultad discrecional del juz gador , siguiendo la línea 

de razonamiento esgrimida en el Exp. 04008-2015-PA/TC (ver fj. 6).  

4.13. En definitiva, la suspensión de ejecución provisional de la pena es una institución 

que es adoptada por el Juez o Tribunal de sentencia en la oportunidad en que se emite 

el fallo, observando dos requisitos: 1.- naturaleza o gravedad de los hechos y 2.- peligro 

de fuga, requisitos que deben concurrir en forma copulativa. Es cierto, que el artículo 

418º del NCPP2004 admite la posibilidad de que la medida pueda solicitarse en el 

trámite de recurso de apelación, sin embargo, también establece que la facultad para 

adoptar o no la medida corresponde al Tribunal de revisión y no al Tribunal de sentencia.  

Que, como se ha indicado, el Tribunal de instancia es el que debería de resolver este 

pedido, sin embargo, a efecto de garantizar la pluralidad de instancias, debemos de 

avocarnos a su conocimiento.  

4.14. Del presupuesto de naturaleza y gravedad de l os hechos .  

La naturaleza y gravedad de la pena es un presupuesto que viene determinado a partir 

de las razones esbozadas en la sentencia de condena, a partir del análisis de la 

concurrencia de circunstancias de agravación y de atenuación, criterios sobre la base de 

condiciones personales, gravedad del hecho, de proporcionalidad o de humanidad que 

determinan la flexibilización o no del quantum punitivo.  

El Recurso de Nulidad N° 891-2023-CSNJ Penal Especi alizada, cuando se refiere al 

primer presupuesto hace lugar a “los hechos”, como: “naturaleza y gravedad de los 

hechos ” parafraseando el fj. “6” de la decisión constitucional en el Exp. 02271-2018-

PHC/TC, que alude a la “naturaleza y gravedad de la medida”, que entendida en justa 

dimensión se relaciona directamente con la pena , a partir de la lectura de los alcances 

del artículo 402º.2 del NCPP2004, por ende, insistimos que el requisito de la suspensión 

de ejecución provisional de la pena, tiene relación directa con su naturaleza y gravedad. 

A tal efecto, se tiene que, el delito en cuestión por su naturaleza es muy grave y 

pluriofensivo, tal es así que el legislador ha adelantado las barreras de la intervención 
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punitiva, incluso a fases anteriores a la tentativa o a la realización de actos 

preparatorios. Ahora bien, este delito requiere de toda una estructura criminal, en la cual 

participan varios agentes desarrollando varias acciones delictuosas, que no solo 

responde a los ejecutores de los actos terroristas, como pretende hacer ver la defensa. 

Estas estructuras criminógenas se diseñan de manera que intervienen en la 

planificación, comisión del ilícito, huida y encubrimiento de los partícipes, en sus 

distintas formas. Entonces como se ve, el desarrollo de un acto criminal no solo 

responde al acto terrorista, sino que existe una secuencia de pasos que abarca un 

espacio temporal amplio, incluso el legislador ha incluido tipos penales que tratan de 

abarcar todo el espectro en el que podría generarse el delito. Los actos terroristas, que 

sería el producto final de toda la planificación, genera un daño irreparable a las víctimas 

directas y a la sociedad en general, constituye un hecho grave cuyo impacto social 

justifica la imposición de sanciones efectivas y proporcionales, en aras de la justicia, la 

prevención y la reparación integral. 

Indudablemente que este delito tiene consecuencias nocivas no solo con el acto lesivo 

como resultado concreto, sino que con lleva a movimientos migratorios ocasionados por 

el traslado de las personas afectadas a otros territorios, aumento de los índices de 

criminalidad como el tráfico de armas, tráfico ilícito de drogas, desaceleración de la 

economía generando el cierre de negocios, afectación de la seguridad jurídica, fuga de 

capitales extranjeros y desinterés de la inversión extranjera, en general, buscan alterar 

el orden social, subvertir el orden constitucional, queda claro que el impacto socio – 

económico es altísimo.  

En el presente caso, el Tribunal de sentencia ha concluido que el imputado es 

responsable del delito contra la tranquilidad pública – Terrorismo, y como tal, se le 

impuso la pena de 15 años de pena privativa de libertad además del pago de la 

reparación civil, este delito afecta a la comunidad el cual no es cuantificable, por ello se 

colige que el delito por el que fue juzgado el imputado, es muy grave.  

En suma, aunado a lo ya sostenido, se tiene que en la sentencia de condena se 

determinó la naturaleza y gravedad de la pena, que en el caso del recurrente se ha 

estimado en una pena bastante alta; por lo que, no es admisible vía incidental promover 

un reexamen de este requisito sobre la base de argumentos que formaron parte del 

debate contradictorio en audiencia de juicio oral, por ende, este presupuesto no se 

cumple.  

4.15. Del presupuesto de peligro procesal.  
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En el estadio de ejecución anticipada de sentencia, el peligro procesal guarda relación 

directa con la vertiente de peligro de fuga, con la posibilidad de que el imputado en la 

condición de reo en cárcel o en libertad, se puedan sustraer al cumplimiento de la 

condena.  

El procesado a lo largo del juicio ha asistido a las diligencias que el colegiado estimaba 

su presencia física y que ha solicitado a través de su defensa las dispensas del caso 

debido a las funciones congresales que desempeñaba, entonces, venía asistiendo 

regularmente al último juicio instaurado en su contra. 

Si bien acreditó arraigo laboral durante el periodo del juicio, dado el cargo político que 

venía ejerciendo, pero no se ha acreditado otra actividad laboral que haya venido 

realizando antes del ejercicio del cargo mencionado, ya que indicó en su declaración de 

fecha 05 de marzo del 2015 que tenía como actividad independiente, pero ello no se ha 

acreditado objetivamente. 

En relación a su arraigo domiciliario aparece en su fecha Reniec Calle Ramón Pizarro 

N° 589, dpto 5, Pueblo Libre y en la declaración se ñalada indicó como dirección 

domiciliaria Calle Bartolome Herrera N° 791, Lince,  dirección domiciliaria distinta a la 

mencionada en el último juicio. Tampoco ha acredito un arraigo familiar de calidad, ya 

que solo en su ficha Reniec tiene la condición civil de casado, no acreditó si tiene hijos y 

cual sería el lugar donde estaba radicando su entorno familiar, en conclusión, se 

acreditada meridianamente que este requisito si se habría cumplido. 

Así las cosas, estando a que no se cumple todos los presupuestos para la suspensión 

de la ejecución de la pena, los cuales son copulativos, por tanto, debe desestimarse el 

pedido solicitado. 

 

DECISIÓN 

 

Por los fundamentos expuestos, los integrantes de la Tercera Sala Penal Nacional 

Liquidadora Transitoria de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal Especializada 

acordaron, en forma unánime: 

 

I.- DECLARAR IMPROCEDENTE el pedido solicitado por la defensa técnica sobre la 

ejecución provisional de la pena efectiva impuesta al condenado Guillermo Bermejo 

Rojas. 
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II.- DISPONER que el presente cuaderno sea remitido a la Corte Suprema de Justicia 

anexando al principal y copia de la presente sea incorporada al expediente principal.  

Notifíquese conforme a ley.- 
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